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Se decide la acción de tutela promovida por Jorge Cañedo de la Hoz contra el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, trámite al que fueron vinculadas la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de la misma ciudad y la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

I. ANTECEDENTES
A. La pretensión

El accionante solicitó el amparo de sus derechos fundamentales a la libertad, debido proceso, acceso a la administración de justicia, y dignidad humana, que considera vulnerados por el juzgado accionado, porque remitió su expediente, por competencia, a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en contravención de lo dispuesto por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en proveído de 26 de marzo de 2009.
En consecuencia, solicita que se ordene al accionado que continúe conociendo del trámite del expediente contentivo del proceso seguido en su contra. [Folio 3]
B. Los hechos

1. El accionante, quien tiene fuero legal, en providencias de 2 de marzo y 22 de abril de 2009, proferidas por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, fue condenado por los delitos de prevaricato por acción. [Folio 1] 

2. En auto de 26 de marzo de 2009, la Corte declaró que la vigilancia de la ejecución de la pena impuesta al actor correspondía a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, por lo que remitió el proceso a los mismos. [Folio 6]

3. El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Medellín, a quien le correspondió el expediente, mediante proveído de 19 de junio de 2009, decretó la acumulación jurídica de las penas, y continuó con la tramitación del asunto. [Folio 9]
4. Luego, mediante auto de 11 de abril de 2012, el juez concedió al procesado la liberad condicional, por un periodo de prueba de 25 meses y 11 días, tiempo restante para cumplir el total de la pena. [Folio 10]
5. Mediante auto de “cúmplase”, de 4 de mayo de 2012, el juzgador resolvió remitir por competencia el expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., con sustento en el Acuerdo No. 054 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judiciatura. [Folio 11] 
6. En criterio del peticionario del amparo, la mencionada determinación vulnera sus derechos fundamentales, porque desconoce las leyes 600 de 2000 y 906 de 2004, así como el principio de favorabilidad, motivo por el que presentó la queja constitucional. [Folio 3]
C. El trámite de la instancia

1. El 2 de agosto de 2012, y luego de que la Sala de Casación Penal de la Corte declarara la nulidad de lo actuado por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, a quien inicialmente le correspondió la tutela, se admitió la acción, y se ordenó el traslado a todos los involucrados para que ejercieran su derecho a la defensa. [Folio 17] 

2. El Juzgado accionado adujo que la remisión del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, fue consecuencia de la aplicación del Acuerdo 054 de 1994 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. [Folio 25]
II. CONSIDERACIONES

1. La jurisprudencia de manera invariable ha señalado que, por regla general la acción de tutela no procede contra providencias judiciales y, por tanto, sólo en forma excepcional resulta viable la prosperidad del amparo para atacar tales decisiones cuando con ellas se causa vulneración a los derechos fundamentales de los asociados.



Los criterios que se han establecido para identificar las causales de procedibilidad en estos eventos se basan en el reproche que merece toda actividad judicial arbitraria, caprichosa, infundada o rebelada contra las preceptivas legales que rigen el respectivo juicio, con detrimento de los derechos fundamentales de las personas que han sometido la ventilación de sus conflictos a la jurisdicción.



2. En el caso sub judice, a partir del examen de la providencia acusada, no logra advertirse una vulneración a los derechos fundamentales del accionante, pues la misma no es producto del arbitrio o capricho del juzgador, y por el contrario, es una decisión coherente, razonable y motivada.


En efecto, la determinación de remitir el proceso a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, no es caprichosa sino consecuencia de la aplicación de la ley y de lo dispuesto por la Sala de Casación Penal de esta Corporación, en auto de 26 de marzo de 2009, dentro de la causa penal del accionante. 


En efecto, como se refirió en esa oportunidad, la vigilancia de la ejecución de la pena del actor era competencia de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, por aplicación del parágrafo del artículo 38 de la Ley 906 de 2004, que otorga la misma, cuando se trate de condenados que gocen de fueron constitucional o legal, en primera instancia “a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad del lugar donde se encuentre cumpliendo la pena. La segunda instancia corresponderá al respectivo juez de conocimiento”.



Sin embargo, como lo precisó la Corte en tal momento “conforme ha decantado la Sala al analizar la competencia de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ella radica, atendido el factor territorial, en el funcionario del lugar donde el condenado se encuentre cumpliendo la pena, ya sea en establecimiento carcelario o en su domicilio y, si estuviere en libertad, tal competencia recae en el de Bogotá, por ser esta ciudad la sede de la Corte, quien dictó el fallo en única instancia”. [Folio 6]


Por ende, como quiera que el peticionario del amparo fue favorecido con libertad condicional, mediante auto 11 de abril de 2012, se impone concluir que la remisión del expediente del proceso seguido en su contra, a los Jueces de Ejecución de Penas de Bogotá, es una determinación del todo razonable, pues fue en esta ciudad en donde se dictaron los fallos que lo condenaron, lo que implica que no transgrede sus derechos fundamentales.  

En este caso, la labor del accionado se ciñó a los postulados legales, y fue consecuencia propia de la labor judicial, que se funda en principios de rango constitucional tales como la independencia y autonomía, consagrados en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, y en la que le está vedado al juez de tutela inmiscuirse.

De allí que sea evidente, que la pretensión del tutelante se circunscribió, de modo exclusivo, a un subjetivo disenso frente a las razones en que el juzgador se fundó para arribar a su conclusión, inconformidad que, naturalmente, excede el ámbito del sentenciador de tutela, pues constitucional y legalmente el funcionario judicial tiene entera libertad para realizar una libre hermenéutica de las normas, sin llegar, por supuesto, al límite de la arbitrariedad o la ilegalidad, que en el presente caso no se vislumbran.



Lo pretendido por el peticionario del amparo, es anteponer su propio criterio al del accionado, y atacar, por esta vía, la decisión que lo desfavoreció, finalidad que resulta ajena a la de la acción de tutela, mecanismo que dada su naturaleza excepcional no fue creada para erigirse como una instancia más dentro de los juicios ordinarios.   

3. No existe duda, por consiguiente, que no fue por desconocimiento de la ley sustancial, por vicios en el procedimiento, por defecto fáctico, ni por ninguna otra actuación caprichosa que el accionado tomó su decisión, pues los motivos que adujó en su providencia constituyen una interpretación judicial perfectamente válida y razonable, por lo que no se avizora la configuración de ninguno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias y, por tanto, no se advierte violación a los derechos fundamentales de la tutelante.



4. Las anteriores razones se estiman suficientes para negar el amparo de los derechos invocados mediante la presente acción.
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA la protección constitucional deprecada.

Comuníquese lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito; y, en su oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnado este fallo.

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

MARGARITA CABELLO BLANCO

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.

PAGE  
8
A.E.S.R. Exp. No.: 11001-02-03-000-2012-01688-00

[image: image1.png]